Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 17 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Beneficiarios de la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas. Se establecen 
normas para la liquidación de las contribuciones y se realiza la interpretación auténtica del artículo 94 
de la Ley N* 18.834, de 4 de noviembre de 2011. Carpeta N* 1005/2012. Distribuido N* 1680/2012. 
Vencimiento de plazo constitucional: 24 de octubre de 2012. 


Aportes patronales de contribuciones especiales a la seguridad social a los partidos políticos. 
Exoneración. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Carpeta N* 1010/2012. 
Distribuido N* 1619/2012. 


Solicitud de audiencia del Estudio Luis Lecueder en nombre de Montevideo Shopping, 
Portones Shopping y Terminal y Shopping Tres Cruces, a efectos de analizar el efecto sobre las ventas 
minoristas de la aplicación del artículo 11 del proyecto de ley que regula el sistema de tarjetas de 
crédito. Se ha solicitado por parte del señor contador Carlos Lecueder que por el momento dicha 
solicitud se mantenga en suspenso. 


Solicitud de audiencia de Equifax-Clearing de Informes a efectos de intercambiar opiniones 
sobre el proyecto de ley del señor Senador Francisco Gallinal por el que se establecen normas que 
regulan las Bases de Datos de Consulta Pública. 


La Asociación Uruguaya de Contabilidad y Presupuesto Públicos envía invitación para el 
Seminario Nacional de ASUCYP que se realizará los días 8 al 10 de noviembre del corriente año en la 
ciudad de Rivera.” 


-Pido a los señores Senadores que tengan presente la invitación de ASUCYP que se 
realizará desde el 8 al 10 de noviembre y, obviamente, quien concurra asumirá la representación de la 
Comisión. 


Pasamos a considerar el asunto que figura en primer término del Orden del Día, que 
corresponde a un proyecto de ley que presentamos unos días antes de comenzar el estudio de la 
Rendición de Cuentas y refiere a las Bases de Datos de Consulta Pública. Carpeta N* 978/2012. 
Distribuido N* 1633/2012. 


Antes de presentar el proyecto de ley trasladé mi inquietud a algunos señores Senadores del 
Frente Amplio y del Partido Colorado. Creo que en la actualidad las bases de datos tiene una 
incidencia muy fuerte, tanto en las compras a débito como a crédito. En ese sentido, me da la 
impresión de que necesitamos algunas garantías que favorezcan a las tres partes involucradas en este 
proceso: el acreedor -que defiende legítimamente sus intereses- el deudor -que merece que las cosas 
sean veraces y estén actualizadas- y la sociedad en su conjunto, porque es importante que cuando 
terceros consultan estas bases de datos accedan a una información veraz y actualizada. 


En el proyecto de ley se establece la obligación de que cuando las bases de datos -no los 
acreedores- reciban el pedido de incorporación de un deudor persona física -aclaro que estoy hablando 
de las bases de datos privadas, por lo que quedan fuera de esto los organismos del Estado que 
existen, básicamente, a nivel del Banco Central- notifiquen al deudor de que va a ser incluido en la 
base de datos y la razón de ello. De esa manera, por un lado, se facilita el cumplimiento de la 
obligación, ya que cuando el deudor se entera de que va a ser incluido en el Clearing, trata de salir y, 


por otro, si se lo incluye irregularmente, tendrá la posibilidad de comparecer y mostrar el vale o el 
recibo para demostrar que canceló su deuda. 


El otro gran cambio que pretendemos a través del proyecto de ley es que, una vez que la 
persona canceló su deuda, salga de la base de datos y no permanezca en ella durante tres o cinco 
años. Ya bastante sanción es el haber estado incluida allí como para que además se la mantenga 
luego de haber cancelado su deuda. En este punto hago la comparación con el Registro Nacional de 
Actos Personales, sección Interdicciones. Cuando una persona es embargada, obviamente se la 
inscribe en el Registro por una decisión del Poder Judicial y no de un acreedor; eso pasa 
inexorablemente por el Poder Judicial. Cuando la persona cancela la obligación, el Poder Judicial 
extiende un oficio por el cual se cancela el embargo y si alguien va al otro día a solicitar información 
registral no aparece ningún tipo de antecedentes; sin duda, eso parece justo y razonable. Por 
consiguiente, termina siendo más grave la sanción por las bases de datos que por el propio Registro, 
cuando en este último caso, repito, todo se hace en función de decisiones del Poder Judicial, mientras 
que en las bases de datos resulta simplemente de una comunicación del acreedor con el que se 
mantiene una deuda. 


Hemos recibido un pedido de audiencia de la gente del Clearing de Informes, que es la 
empresa más conocida en ese rubro, aunque no es la única. Tuvimos un diálogo muy interesante en el 
que les manifesté que lo mejor que podían hacer era pedir audiencia a la Comisión de Hacienda; de 
esa forma podrán defender su punto de vista. Ya hicieron la solicitud, por lo que si los señores 
Senadores están de acuerdo, los recibiríamos en una próxima sesión. Por otra parte, voy a proponer 
que se convoque al doctor Eugenio Xavier de Mello, un catedrático que conoce mucho de todos estos 
temas y seguramente podrá ilustrarnos sobre este asunto. 


Tal como manifestó el señor Senador Michelini en una conversación que mantuvimos, este es 
un proyecto garantista, y efectivamente lo es para todos, incluso para el propio Clearing de Informes. El 
hecho de que el Clearing comunique que va a incluir a una persona termina de reafirmar el concepto 
de que esa empresa no es responsable de la información, ya que simplemente incluye los datos que le 
proporciona un tercero. 


En resumidas cuentas, ese es el propósito del proyecto que está a consideración. Repito mi 
propuesta de invitar para el próximo jueves a la doctora Dupuy por el Clearing de Informes y al doctor 
Eugenio Xavier de Mello, y también podremos convocar a alguna otra persona que los señores 
Senadores deseen consultar. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que independientemente de cómo lo presente el señor Presidente y más 
allá de lo que surja de las visitas que recibamos, aquí hay un vacío que hay que ver cómo se genera, 
porque se plantea una situación en la que nadie sabe muy bien qué pasa. Incluso, más allá de la 
inquietud que me trasmitió el señor Presidente, que me pareció buena -todos aquellos a quienes se la 
mencioné la han visto con buenos ojos- creo que es necesario analizar los diferentes casos que 
pueden darse, de modo que no se genere una situación por la positiva, o sea, que se haga un clearing 
por la positiva. Por consiguiente, si quien consulta no está incluido, no se le brinda la información y solo 
se proporcionan datos a quienes están incluidos en la base de datos. En ese caso, las personas no 
tienen un perjuicio sino, por el contrario, un beneficio. Todo el sistema de créditos ha funcionado -no 
digo mal o bien, porque no lo sé- con estas premisas y la persona que por alguna razón tiene un 
tropezón está indefensa. En realidad, desconoce que están ocurriendo cosas que la van a afectar en el 
momento en que vaya a solicitar otro crédito. A veces la persona en cuestión se muda y no le llega el 
recibo o la citación; esto ha pasado con gente que trabaja en la construcción y solicitó un crédito para 
hacer un regalo, pero después la obra se termina, se olvida y cuando va a solicitar otro crédito se lo 
niegan. Por esa razón, me parece que existe un vacío de información. Seguramente el señor 
Presidente ya ha analizado las diferentes alternativas que hay en esta materia. 


Asimismo, me parece bien que invitemos a la gente del Clearing de Informes. Creo que 
conviene aclarar que no se trata de afectar los mecanismos de crédito existentes, sino de dotarlos de 
más información e, incluso, de que hubiera alguna forma de que cada persona pueda saber si está 
incluida o no. Por otra parte, me gustaría que vinieran representantes del Banco Central, ya que debe 
haber algunos técnicos que conocen bien el tema de las bases de datos. Además, considero que 


tendríamos que consultar a la Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales. Estamos tratando 
-a iniciativa del señor Presidente de la Comisión, quien naturalmente tiene todo el crédito- de que en 
una base de datos muy particular -sobre cumplimientos y obligaciones económicas, y no sobre otros 
temas- se modifiquen algunas inscripciones, porque si no lo expresamos con los nombres técnicos, 
alguien se puede agarrar de ello para vulnerar algunas de las reservas que hicimos en el registro de 
datos. 


Entonces, propongo que la semana próxima recibamos a los miembros del Clearing de 
Informes y que hoy mismo se envíe el informe a las autoridades del Banco Central y a la Unidad 
Reguladora y Control de Datos Personales. Tal vez dentro de quince días podamos recibir a estas dos 
entidades públicas y luego afinamos lo que puede ser el texto. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Pienso que deberíamos conocer la historia de por qué se creó el Clearing de 
Informes; yo viví toda esa etapa. Hace años -en ese entonces no existía el Clearing de Informes- fui 
informante de un banco y después tuve una agencia de informes; esa era una época en la que nadie 
pagaba. El Clearing de Informes fue la consecuencia de situaciones que se originaban cuando la gente 
se endeudaba y no pagaba. Incluso, había agencias de cobranzas que enviaban personas que 
cobraban hasta la mitad de la deuda, iban con “fortachones” y le sacaban de la casa lo que no habían 
pagado, ya fuera la heladera, el lavarropas, o todo lo demás. Puedo contarlo porque yo viví esa etapa. 
Es más, había quienes daban domicilios falsos, les dejaban muebles en la vereda y se los llevaban 
para otro lado. Se creó todo un sistema brutal. Lo mismo pasaba con los bancos, que recurrían a la 
Justicia y demoraban años para cobrar. Recuerdo el caso de grandes terratenientes o estancieros que 
demoraron hasta treinta años para pagar deudas enormes a los bancos, que con los intereses eran 
totalmente incobrables. En esa época no existía un régimen. 


Creo que el proyecto de ley presentado por señor Presidente de la Comisión es correcto. 
Puedo decir que también me tocó vivir este tipo de situaciones, porque salí dos veces de garantía y en 
ambas oportunidades me pasó lo mismo: quedé enganchado y tuve que ir al Registro de aquella época 
-lo vendieron e hicieron un muy buen negocio, pero en aquel entonces eran compañeros con los 
que había trabajado en Informes, que luego crearon el primer Clearing de Informes- a decir que hacía 
un año que había pagado y todavía estaba en el Clearing. Por todo esto creo que la idea del señor 
Presidente está bien. Si uno presenta una constancia de que pagó, lo sacan del Clearing, pero ellos no 
hacen nada, y como la empresa no informa que se canceló la deuda, la persona queda en el Clearing 
durante cinco años, que me parece un plazo un poco exagerado. Si hay voluntad de que la persona 
quede limpia -como se dice vulgarmente- se tendría que hacer. No olviden que esto sucede porque 
existió aquella situación tremenda en la que el negocio era no pagar; el Clearing surgió pura y 
exclusivamente por esa razón y por eso ahora entran las empresas y los bancos. En la actualidad 
alcanza con hacer una llamada telefónica para saber si a esa persona se le puede o no otorgar el 
crédito. 


SEÑOR AMORÍN.- Me parece muy interesante el proyecto de ley y creo que, al igual que todas las 
normas, hay que estudiarlo con seriedad. Coincido en que hay que invitar a la gente del Clearing de 
Informes. El sentido del informe resulta positivo porque habilita y abarata el crédito ya que, en 
definitiva, quien otorga el crédito tiene una previsión más o menos clara de si la persona va a pagar o 
no de acuerdo con su historia como deudor. Si se sabe que esa persona no tiene problemas y ha 
pagado siempre, es bastante lógico que lo siga haciendo, y eso hace que el crédito sea barato porque 
baja el riesgo de quien lo da. 


Por otra parte, entiendo que algunos de los aspectos que están incluidos en el proyecto de ley 
son positivos y dan garantía a todos. Pienso que si escuchamos a la gente del Clearing y al doctor 
Eugenio Xavier de Mello podremos rápidamente tomar decisiones en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente quiero hacer un comentario sobre lo expresado por el señor 
Senador Michelini con respecto a lo que efectivamente sucede. Mucha gente contrae una obligación y 
por distintas razones -a veces de fuerza mayor- no la cumple totalmente; le notifican en el domicilio que 
constituyó originalmente, pero se mudó y no se entera de nada. A su vez, según me informó la gente 
del Clearing, es muy exigente que tengan que notificar a la persona que va a ser incluida en el Clearing 
porque un telegrama colacionado sale mucho dinero y más aún cuando las deudas son menores. 


Entonces les dije que la solución era incluir como medio de notificación hábil la notificación electrónica, 
que ya fue reconocida por el Poder Judicial. De esta manera se va a empezar una nueva práctica, en la 
que la persona va a poder constituir su domicilio legal y, a su vez, su domicilio electrónico, agilitando 
así el trámite. 


SEÑOR HEBER.- Y así va a bajar el precio de los telegramas colacionados. 


SEÑOR PRESIDENTE. Por otra parte, el planteo del señor Senador Antognazza es exactamente así; 
además lo vivió y conoce de cerca la situación. También es verdad que durante los últimos años hubo 
un conjunto de modificaciones importantes en el Código General del Proceso y en los juicios 
ejecutivos, que antes insumían muchos años. 


En conclusión, la Comisión invitará para el próximo jueves a los representantes del Clearing 
de Informes y al doctor Eugenio Xavier de Mello, y cursará las notas planteadas por el señor Senador 
Michelini al Banco Central del Uruguay y a la mencionada Unidad. 


En consideración el segundo punto del Orden del Día, que es un proyecto de ley de urgente 
consideración enviado por el Poder Ejecutivo, relativo a normas interpretativas para la liquidación de 
las contribuciones de los beneficiarios de la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas. 
Esta iniciativa cuenta con el consenso de todos los sectores parlamentarios, ya fue aprobada por la 
Cámara de Representantes y su plazo vence el 24 de octubre. 


SEÑOR MICHELIN!I.- Si no lo tratamos, queda aprobado en forma ficta. 


Como la próxima semana termina el período ordinario de sesiones del Plenario, propongo 
aprobarlo en el día de hoy para que se pueda incluir en el Orden del Día de la sesión del miércoles 
que viene, y si algún señor Senador tiene alguna consideración para hacer, lo podremos conversar el 
martes. 


(Apoyados) 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR HEBER.- Propongo al señor Presidente como miembro informante. 
(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 


Queremos informar al señor Senador Heber que en su ausencia fue propuesto para 
representar a la Comisión en el Seminario que va a hacer la Asociación Uruguaya de Contabilidad y 
Presupuesto Públicos del 8 al 10 de noviembre en la ciudad de Rivera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 


Pasamos ahora a considerar el proyecto de ley relativo a la exoneración de aportes patronales 
de contribuciones especiales a la seguridad social a los partidos políticos, que fue aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que antes de elevar la iniciativa al Plenario habría que hacer algunas 
consultas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, podemos designar al Miembro Informante, pero no elevamos el 
proyecto al Plenario hasta que se evacuen todas las consultas. 


SEÑOR TAJAM.- Propongo al señor Senador Michelini como Miembro Informante de esta iniciativa. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-5 en 6. Afirmativa. 

No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 9 y 49 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


